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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de marzo del año 2011, dos mil once. .  . . 
V I S T O para resolver el expediente número 371/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano ENRIQUE LÓPEZ PORTILLO y MARÍA DEL PILAR CAYARGA REBÓN, en contra de la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que el actor impugna la negativa de la autoridad demandada  a cancelar la declaración de traslado de dominio generado con la Escritura Pública número 3,897, tres mil ochocientos noventa y siete, de fecha 19 diecinueve de abril del año 2007, dos mil siete y de la cancelación del impuesto respectivo, cuya existencia se encuentra acreditada en autos de la presente causa fiscal, con el original del Oficio número TES/D.G/D.I.I.C/2599/10, del 24 veinticuatro de agosto del 2010, dos mil diez, suscrito por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 La autoridad demandada aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que el acto impugnado fue notificado el 24 veinticuatro de agosto de 2010, dos mil diez y la demanda fue presentada el 19 diecinueve de octubre del mismo año, cuando había transcurrido el término establecido en el artículo 263 del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en merito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

El acto impugnado no se consintió tácitamente, toda vez que el acto combatido se notificó el 24 veinticuatro de agosto del año 2010, dos mil diez y el  escrito de demanda se presentó el 06 seis de octubre del mismo año, según de advierte del sello oficial de recibido de la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, que obra al reverso de la primer foja útil de la demanda, de ahí que, la demanda se presentó en el penúltimo día del término legal, lo que se aprecia en el computo siguiente: el martes 24 veinticuatro de agosto, se notificó el acto impugnado, por lo que ésta surte sus efectos el día miércoles 25 veinticinco e inicia su computo el jueves 26 veintiséis y continúa el viernes 27 veintisiete, lunes 30 treinta, martes 31 treinta y uno de agosto, miércoles 1° primero, jueves 02 dos, viernes 03 tres, lunes 06 seis, martes 07 siete, miércoles 08 ocho, jueves 09 nueve, viernes 10 diez, lunes 13 trece, martes 14 catorce, miércoles 15 quince, viernes 17 diecisiete, lunes 20 veinte, martes 21 veintiuno, miércoles 22 veintidós, jueves 23 veintitrés, viernes 24 veinticuatro, lunes 27 veintisiete, martes 28 veintiocho, miércoles 29 veintinueve, jueves 30 treinta de septiembre; viernes 1° primero, lunes 04 cuatro, martes 05 cinco, miércoles 06 seis de octubre, todos del año 2010, dos mil diez y el término venció hasta el día 07 siete de ese mes; descontándose los siguientes días: miércoles 25 por haber surtido efectos la notificación, sábado 28 veintiocho, domingo 29 veintinueve de agosto; sábado 04 cuatro, domingo 05 cinco, sábado 11 once, domingo 12 doce, jueves 16 dieciséis, sábado 18 dieciocho, domingo 19 diecinueve, sábado 25 veinticinco, domingo 26 veintiséis de septiembre; sábado 02 dos  y domingo 03 tres de octubre, todos del año 2010, dos mil diez, por ser días inhábiles. Por tal motivo, la demanda se encuentra presentada dentro del término legal establecido en el artículo 263 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en consecuencia, no se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción IV del artículo 261 del mismo Ordenamiento Legal. . . . . . 

Ante la inoperancia de esta causal y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio del concepto de impugnación que aduce la parte actora en la demanda. . . . 
CUARTO.- Que en el concepto de impugnación de la demanda, el actor en esencia aduce que en el oficio impugnado, la autoridad confunde e involucra el Derecho Civil con el Derecho Fiscal, ya que la declaración se presentó en la Dirección de Impuestos Inmobiliarios para que hiciera el cálculo del Impuesto de  Traslación de Dominio (concepto de Derecho Fiscal), no para que capturara en su sistema lo que entiende por transmisión de un inmueble (concepto de Derecho Civil), puesto que la función de la autoridad es el calcular el Impuesto de traslación y no dar por certera la transmisión, lo cual en nuestro supuesto no sucedió, tan es así que la “compraventa” se canceló, revocó y se dejó sin efectos. Es de observar la interpretación que da la autoridad al término Transmisión, pues en un simple contrato de comodato, arrendamiento inmobiliario también hay transmisión y no por ese solo hecho genera el impuesto de traslado de dominio; que únicamente pretendían al presentar la declaración de la operación contenida en la escritura 3,897 tres mil ochocientos noventa y siete, de fecha 19 diecinueve de abril del año 2007, dos mil siete, obtener el cálculo del impuesto de traslación de dominio, considerando un error que la Dirección, al presentarle un documento para el cálculo del impuesto inmediatamente lo registre en su sistema, siendo un movimiento del que no ha sido liquidado el impuesto de traslación de dominio, porque simplemente se le encomendó el cálculo y no que determinara la existencia de la transmisión del inmueble; por lo que debe distinguirse dos conceptos: 1.- El cálculo del Impuesto de Traslación de Dominio, concepto Administrativo Fiscal, que le corresponde a la Dirección de Impuestos Inmobiliarios realizarlo; y, 2.- Transmisión de la propiedad, que es un concepto de Derecho Civil, que se lleva entre particulares, siempre y cuando se cumplan con las obligaciones que se pacten en el contrato. Sigue manifestando, que la autoridad se extralimita al dar de alta en su sistema interno una escritura que simplemente se presentó para el simple cálculo del impuesto de traslación, pues hasta que se liquida, lo que calculó como impuesto, es que debería capturar en su sistema los datos contenidos en la escritura, tales como vendedor, adquirente, inmueble, medidas y colindancias, superficie del inmueble, etcétera; y además, en el oficio de contestación, le da a entender que con la Escritura de cancelación 4,493 cuatro mil cuatrocientos noventa y tres, también se origina el crédito fiscal señalado en el artículo 179 de la citada Ley de Hacienda, siendo evidente que no entendió que se trata de una cancelación, la que nunca se puede interpretar como una transmisión, escritura que se realizó porque nunca se perfeccionó la compraventa, es decir, no existió en momento alguno trasmisión o adquisición del inmueble porque no hubo el cumplimiento de obligaciones  para que se diera la trasmisión y es por lo que también solicita la nulidad del acto administrativo, ya que la autoridad pretende un doble pago, uno para liquidar la Escritura 3,897 tres mil ochocientos noventa y siete, y otro por la Escritura 4,493 cuatro mil cuatrocientos noventa y tres, porque en las dos existe transmisión, violando sus Garantías Constitucionales, pues se ven afectados en su patrimonio, en su seguridad jurídica y la falta de aplicación y fundamentación del derecho, siendo propasada la respuesta para proceder a la cancelación y para que la cuenta predial y catastral quede a nombre del primero de los suscritos, por lo que consideran que no tienen la obligación de liquidar ningún impuesto de traslación de dominio, pues no hay fundamento legal para cobrárselos. En tanto que, la autoridad demandada en la contestación en esencia aduce que el impuesto se genera de conformidad a lo establecido en el artículo 179 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y en el presente caso hubo una traslación de dominio, ya que por Escritura número 4,493 cuatro mil cuatrocientos noventa y tres, de fecha 19 diecinueve de abril de 2007, dos mil siete, se celebró contrato de compraventa actuando como enajenante el ciudadano Enrique  López Portillo Farriols y como adquirente la ciudadana María del Pilar Cayarga Rebón, colocándose en el supuesto legal y convirtiéndose en sujeto pasivo de dicho impuesto, además que esa autoridad no interviene en el acto jurídico que genera la compraventa, solo que una vez que el notario presenta la solicitud, se hace el movimiento a través de un acto administrativo y se genera el impuesto sobre traslación de dominio a cargo de las artes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta INFUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En principio, cabe precisar que abordaremos el estudio del artículo 179 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, únicamente respecto a la compraventa, el que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 179.- Están obligados al pago de este impuesto las personas físicas o morales que transmiten o adquieren por cualquier título o causa, bienes inmuebles ubicados en el Estado, así como los derechos reales vinculados a los mismos.”

Este artículo comprende todas aquellas operaciones de naturaleza civil cuyo objeto es la transmisión de la propiedad de un bien inmueble, de ahí que, la celebración de este tipo de actos jurídicos regulados por el derecho privado tienen efectos de carácter fiscal; de este modo, dicho numeral obliga al pago del impuesto sobre traslación de dominio a toda aquella persona física o moral que realiza una enajenación dentro de la que se encuentra la compraventa, donación, permuta, dación en pago, entre otros actos jurídicos, pero no comprende los contratos que únicamente transmiten el uso de inmuebles, sólo los traslativos de la propiedad. .  . 

Así  las  cosas,  la  compraventa se  perfecciona  y  surte  efectos  entre  las 
partes por el mero consentimiento respecto del precio y de la cosa, de acuerdo a lo señalado por el artículo 1742 del Código Civil para el Estado de Guanajuato. . .  . . . 

De esta manera, en la especie la compraventa existe desde el punto de vista del derecho privado y para efectos del pago de la contribución fiscal que nos 
ocupa, se encuentra regulada como una enajenación, en el citado artículo 179 y conforme a lo estipulado por este numeral, el vendedor o en su defecto el comparador, esto es, el uno o el otro, es el contribuyente -sujeto pasivo- del impuesto sobre traslación de dominio, lo que se define, según lo convenido en el acto contractual respectivo y en el caso que se resuelve, la ciudadana María del Pilar Cayarga Rebón, es la que se obligó a cubrir este impuesto, según lo pactado en la Cláusula Quinta del Contrato de Compraventa, celebrado entre el ciudadano Enrique López Portillo Farriols, como vendedor y la ciudadana María del Pilar Cayarga Rebón, como comparadora, mediante la Escritura Pública número 3,897 tres mil ochocientos noventa y siete, de fecha 19 diecinueve de abril de 2007, dos mil siete, otorgada ante la fe de Notario Público número 24, en legal ejercicio en este Partido Judicial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, en el caso que se resuelve el impuesto sobre traslación de dominio se causó a partir del 19 diecinueve de abril de 2007, dos mil siete, día en que se firmó la Escritura Pública, señalada en el párrafo que antecede, en virtud de que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 43 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en esa fecha, con la formalización de la operación de compraventa ante Fedatario Público, fue cuando nació la obligación tributaria; precepto legal que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 43.- La obligación fiscal nace cuando se realizan los supuestos jurídicos o de hecho previstos en las Leyes Fiscales.”
En  este orden de ideas, no le asiste la razón a la parte actora, toda vez que    
la obligación tributaria se genera cuando la situación del administrado se adecúa a la hipótesis jurídica prevista en el artículo 179 de la multicitada Ley de Hacienda, sin que se requiera de la autoridad administrativa ahora demandada un acto previo para que se dé esa obligación, pues basta que se haya dado la compraventa respecto del inmueble identificado como lote 1 uno, ubicado en la esquina de las calles Encinal y Acequia, de la Colonia Bosques del Refugio de esta ciudad, para que se cause el impuesto sobre traslación de dominio y para que se cubra dentro de los 30 treinta días siguientes, computados a partir de la fecha del mencionado contrato de compraventa, conforme a lo señalado por el artículo 184 de la invocada Ley de Hacienda, el que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
 “Artículo 184.- Este impuesto deberá pagarse dentro de los treinta días siguientes, contados a partir de la fecha del otorgamiento del contrato o de los instrumentos en que consta la transmisión de los bienes o derechos reales, mediante declaraciones que se presentarán en la Tesorería Municipal respectiva, en las formas oficiales autorizadas para tales efectos.”

Abundando lo anterior, conforme a lo estipulado por los artículos 43, 178 y 184 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el momento de causación del impuesto sobre traslado de dominio lo constituye la celebración del contrato de compraventa citado en supralíneas, ya que mediante este acto jurídico del derecho privado el inmueble identificado como lote 1 uno, ubicado en la esquina de las calles Encinal y Acequia, de la Colonia Bosques del Refugio de esta ciudad, salió del patrimonio del ciudadano Enrique López Portillo Farriols y a su vez entró al patrimonio de la ciudadana María del Pilar Cayarga Rebón, dado que de la Escritura Pública número 3,897 tres mil ochocientos noventa y siete, de fecha 19 diecinueve de abril de 2007, dos mil siete, se advierte que existe el consentimiento respecto del precio y de la cosa, pues en su cláusula primera se acordó la venta de inmueble que nos ocupa y en la segunda clausula se pactó el precio en dinero, cantidad que se expresa se recibió antes de la firma contrato, de ahí que, a pesar de que los efectos de la terminación del contrato por mutuo consentimiento de las partes contratantes se retrotraen al momento en que se encontraban las cosas antes de la celebración del contrato de compraventa, sin embargo esta retroactividad solo opera en el campo del Derecho Civil, más no en el campo del Derecho Fiscal; siendo lo anterior así, el acto jurídico de enajenación, es decir, el que trasmite la propiedad de una persona a otra, es lo que constituye el hecho generador del impuesto que nos ocupa, ya que de ahí nace la obligación tributaria, lo anterior aún y cuando la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, no contemple alguna disposición que establezca de manera expresa la causación del impuesto sobre traslación de dominio para el caso de que las partes de manera voluntaria den por terminado el contrato de compraventa, pero podemos concluir que el artículo 179 de la aludida Ley de Hacienda, nos da a entender que la referida carga fiscal se origina cuando el bien inmueble entra al patrimonio del sujeto pasivo del impuesto, lo que en este caso sucedió al formalizarse la compraventa en la Escritura Pública descrita en supralíneas, por tal motivo resulta intrascendente el hecho de que la autoridad demandada haya realizado o no el movimiento administrativo de alta del inmueble en el padrón que lleva al efecto, pues en la especie no hay duda de que el multireferido contrato de compraventa surtió todas sus consecuencias jurídicas, en tal virtud, se causó el impuesto sobre traslación de dominio. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por la de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Sexta Época; instancia: Segunda Sala; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: Tercera Parte V; Tesis en Materia Administrativa, visible a Página 150, bajo el rubro: “IMPUESTO SOBRE TRASLACION DE DOMINIO. CUANDO SE CAUSA. El crédito fiscal, por la compraventa de inmuebles, nace cuando se realiza la operación, y el impuesto sobre traslación de dominio debe calcularse tomando como base el valor catastral que tengan los bienes en el momento en que se realice la compraventa, como lo determina la fracción I del artículo 448 de la Ley de Hacienda del Departamento del Distrito Federal. Por otra parte, en la citada ley no existe disposición alguna que expresamente disponga que los derechos de traslación de dominio se causarán a partir de la fecha del otorgamiento de las escrituras, porque ello sería tanto como contradecir el artículo 31 del Código Fiscal, ya que de acuerdo con el derecho civil y la jurisprudencia, el contrato de compraventa se perfecciona con el sólo consentimiento de las partes respecto de la cosa y su precio, aunque la primera no haya sido entregada, ni el segundo satisfecho.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, respecto al argumento de que en el oficio impugnado les da a entender que con la Escritura de cancelación 4,493 cuatro mil cuatrocientos noventa y tres, también origina el crédito fiscal señalado en el artículo 179 de la citada Ley de Hacienda y pretendiendo un doble pago, no le asiste la razón a la parte actora, en virtud de que de un análisis del referido documento se concluye que la autoridad demandada no hace esta precisión, sino que es un argumento en su contestación. Sin embargo, este Órgano de Control de Legalidad emite opinión al respecto, con la intención de esclarecer este aspecto, de modo que, en efecto, sobre el particular existen dos movimientos que originan el pago de esta contribución, por lo que no existe un doble cobro; dado que la primer traslación de dominio opera con motivo de la compraventa, por las razones expresadas en supralíneas y la segunda traslación de dominio opera, en razón de la cancelación de la Escritura de Compraventa otorgada el día 27 veintisiete de mayo de año 2008, dos mil ocho, que consta en la Escritura Pública señalada en segundo término, de esta manera, al contener un acuerdo de voluntades, reviste la naturaleza de un acto jurídico que extingue derechos y obligaciones, ya que desde el punto de vista del derecho privado se da la restitución de la cosas entre las partes contratantes, de ahí que, el impuesto relativo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 179, primer párrafo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, se causa y debe pagarse por cada uno de los movimientos que origina el respectivo acto contractual; por ende, es cierto lo que sostiene la autoridad en su contestación de demanda, en el sentido de que la cancelación de la compraventa, coloca al actor nuevamente en el supuesto establecido en el multicitado artículo 179, pero a este respecto cabe aclarar que para el caso de que la autoridad lleve a cabo la determinación y liquidación del impuesto en la segunda traslación de dominio, derivada de la Escritura Pública número 4,493 cuatro mil cuatrocientos noventa y tres, debe tomar en cuenta que el contribuyente tiene a su favor el beneficio del artículo 180, párrafo tercero, de la invocada Ley de Hacienda. 
Conforme a lo anterior, el acto fiscal impugnado satisface los elementos de  fundamentación y motivación; pues, se encuentra debidamente fundado, ya que la autoridad lo apoya en los artículos 43 y 179, entre otros, los que resultan aplicables al caso de la parte actora, por las razones expresadas en los párrafos que anteceden, de igual manera se encuentra motivado, toda vez que el razonamiento substancial respecto a la causación del impuesto sobre traslación de dominio, es suficiente para encuadrar la situación en que se encuentra la parte actora en la hipótesis jurídica que establece el citado artículo 179, dado que el argumento de la autoridad fue entendido plenamente por los justiciables, lo que se desprende de la claridad con la que se formularon los conceptos impugnación y los argumentos de la contestación de la demanda, lo originó el claro sentido de la litis en esta causa. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Jurisprudencia Número de Registro: 254,957; Materia(s): Común; Séptima Época; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; 72 Sexta Parte; Página: 158; Genealogía:  Informe 1975, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, página 35; Apéndice 1917-1995, Tomos III y VI, Segunda Parte, Materias Administrativa y Común, tesis 674 y 802, páginas 493 y 544; bajo el rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. VIOLACION FORMAL Y MATERIAL. Cuando el artículo 16 constitucional establece la obligación para las autoridades de fundar y motivar sus actos, dicha obligación se satisface, desde el punto de vista formal, cuando se expresan las normas legales aplicables, y los hechos que hacen que el caso encaje en las hipótesis normativas. Pero para ello basta que quede claro el razonamiento sustancial al respecto, sin que pueda exigirse formalmente mayor amplitud o abundancia que la expresión de lo estrictamente necesario para que sustancialmente se comprenda el argumento expresado. Sólo la omisión total de motivación, o la que sea tan imprecisa que no dé elementos al afectado para defender sus derechos o impugnar el razonamiento aducido por las autoridades, podrá motivar la concesión del amparo por falta formal de motivación y fundamentación. Pero satisfechos estos requisitos en forma tal que el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica, podrá concederse, o no, el amparo, por incorrecta fundamentación y motivación desde el punto de vista material o de contenido pero no por violación formal de la garantía de que se trata, ya que ésta comprende ambos aspectos.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, con fundamento en el artículo 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y además por las razones lógicas y jurídicas expuestas en este considerando, es procedente declarar la validez del acto combatido en este proceso y que consta en el Oficio número TES/D.G/D.I.I.C/2599/10, de fecha 24 veinticuatro de agosto del 2010, dos mil diez, suscrito por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato. 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, que consta en el en el Oficio número TES/D.G/D.I.I.C/2599/10, de fecha 24 veinticuatro de agosto del año 2010, dos mil diez, suscrito por la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . .  . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . .  . . . . . . .
